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Ha decidido
. I

Declarar la inadmisión de este recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado»..

Dada en Madrid, a dieCinueve de diciembre de mil
novecientos noventa y Cinco.-AlvaroRodríguez Berei­
jo.~Vicente Gimeno Sendra...;...Pedro Cruz Villalón.-Enri­
que Ruiz VadiUo.-Manuel Jiménez de Parga. y Cabre­
ra.-Javier Delgado Barrio.-Firmado y rubricado.

1492 Sala Primera. Sentencia 19511995, de 19 de
diciembre de 1995. Recurso de amparo
2.07211994. Contra Acuerdo sancionador de

. la Junta de Régimen y Administración del
Establecimiento Penitenciario de Pereiro de
Aguilar recaído en expediente .disciplinario y
contra Autos del Juzgado de Vigilancia Peni­
tenciaria de La Coruña. Vulneración del dere­
cho a la tutela judicial efectiva: incongruencia·
omisiva.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz VillaIón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez' de Parga y
Cabrera y don Javier Delgado Ba.rrio, Magistrados!' ha
pronunciado

EN 'NO,MBRE DELREY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2~072/94, promovido
por don Jesús Rodríguez González, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña María del Pilar García
Gutiérrez y bajo la dirección letrada de don Alejandro
Sánchez Jiménez, contra el Acuerdo sancionador de la
Junta de Régimen y Administración del Establecimiento
Penitenciario de Pereiro de Aguilar, de 4 de abril de
1994, recaído en el expediente disciplinario núm.
138/94, y contra los Autos del Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria de La Coruña, de 4 de abril de 1994 y
de 27 de mayo de 1994. Han comparecido el Ministerio
fiscal y el Abogado del Estado. Ha sido Ponente el Magis­
trado don Enrique Ruiz Vadillo, quien expresael.parecer
della Sala. .

1. Antecedentes

1. Mediante escrito, con fecha de' entrada en el
Registro General de este Tribunal de 13 de junio de
1994, don Jesús Rodríguez González, interno en el Cen­
troPenit~nciario de Pereiro de Aguilar, Orense. solicitaba
el beneficio de justicia gratuita para formalizar demanda

, de amparo contra las resoluciones de las que se hace
mención en el encabezamiento.

2., Designados por el turno de oficio ProcuradOf y
Létrado para la representación y defensa del recurrente,
se formula demanda de amparo. LQshechos en que
se fundamenta la demanda son los siguientes:

a) Con fecha de 21 de marzo pe 1994 se notificó
al recurrente el pliego de cargos formulado en el expe­
diente disciplinario abierto por el Centro Penitenciario de
Pereiro de Aguilar, a partir de un parte de un funcionario,
en el que se acusaba al recurrente de la comisión de
dos faltas graves, previstas en los arts, 109 b) Y 109 a)
del Reglamento Penitenciario (en lo sucesivo, R.P.).

La conducta que se le imputaba consistía en haberse
dirigido al funcionario de turno, diciendo: «¿Quién es
usted para- meterme a alguien en la celda sin mi permiso
y sin consultarme? Llame inmediatamente al Jefe de
Servicios». Al manifestarle el funcionario que era él quien
ordenaba la distribución en las celdas, el interno insistió
en que se avisara al Jefe de Servicios, y por último se
dirigió al funcionario 'diciendo: «Abrame ahora 'mismo
que voy a subir para arriba y quitar todas las cosas de
mi celda».

b) Confecha 11 de abril de 1994 el recurrente for­
muló un extenso ~scrito de alegaciones en el que ofrecía
una versión diferente de lo acaecido. Denunciaba, ade­
más, la vulneración de los arts. 15y 130.1 b) del Regla­
mento Penitenciario y' el que los hechos descritos en
el pliego de cargo no eran subsumiblesen las conductas
qUE;Í sancionan los art5.1 09a) y b) del Reglamento Peni­
tenciario. Asimismo solicitabaser escuchado por la Junta
de Régimen y Administración y poder mantener en su
presenCia un careo con el funcionario denunciante, ade­
más de que se tomara declaración al interno que pre­
senció los hechos.

c)~130 de marzo de 1994 la Dirección del Centro '
Penitenciario resolvió d~sestimarla práctica de las prue­
bas propuestas «por innecesarias e inoperantes¡ ya que
no hay contradicción ~pareriteentreloshechos relatados
por el funcionario· y los relatados por el interno en el
pliego de descargos. Solamente existe distinto criterio
en la valoración de los mismos».

d) El 4 de abril de 1994recae Acuerdo sancionador,
porel·que se imponía al interno la sanción de dos fines
de semana de aislamiento en :celda ,arto 111 R.P.); al
haber sido calificados los,hechos,como una falta grave
del art..109 a) R.P. 1, -

eL Contra dicho Acuerdo sancionador el solicitante
de amparo formuló recurso, de alzada ante el Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria de· La Coruña. En él, agemás
de remitirse,· al pliego de descargos, hacía hincapié en
la vulneración del art. 130.1 b) R.P., por considerar que
no concurrió la relación' circunstanciada de los hechos
que el precepto exige. y que éstos en cualquier caso
no eransubsumibles en el arto 109 a) R.P., pues su con­
ducta 'no consistió sino en una reclamación, legitima al
funcionario. Asimismo solicitaba al Juzgado de Vigilancia
Penitenciaria que, recabase testimonio del interno cuya
declaración se propuso como prueba. .

f} Mediante Autode 4 de mayo de 1994, el Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria de La Coruña desestimó el
recurso, de apelación por «estimar correcta la calificación.
de los hechos constitutivos de úna falta grave compren­
didae.~n el arto 109 a)del B.P.~~ la que esresponsable
en concepto de autor el recurrente! por lo. que, de con-

, formidad al dictamen del Fiscal,p'rocede confirmar el
Acuerdo impugnado».

g) Contra dicha ResolucioA'el actor interpusorecur­
so de reforma, quefueigualm&nte desestimado por el
mismo Juzgado de Vigilancia Penitenciaria mediante
Auto de 27 de mayo de 1994, al considerar que, «no
existiendo variaci'ón alguna en las razones que fundaron
la resolución recurrida ni otros hechos que justifiquen
su reforma, es' procedente la confirmación de la misma
como el Ministerio Fiscal interesa, desestimándose en
su consecuencia el recurso interpuesto». <

, .

3. ,En cuanto a lá fundamentación jurídica de la
demanda de amparo. se denuncian como vulnerados
el derecho a 1;.1 intimidad y a la tutela judicial efectiva.
consagrados respectivamente en íos. arts. 18. 1 y 24. 1
de la Constitución. El primero de ellos se habría vulnerado
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al infringir el Centro Penitenciario lo dispuesto en el arto
15 del R.P. qUe prescribe con carácter general que los
internos ocuparán celda o habitación individual.

,Bajo la invocación del derecho a la tutela judicial efec­
tiva se ,enumeran una serie de irregularidades determi­
nantes de la lesión de tal derecho fundamental. A saber:

'el Acuerdo sancionador ,habríafundamentado la sanción
impuestáen el arto 109 b) del R.P., mientras, que ,los
Autos judiciales consideran correcta la calificación del
comportamiento como una falta grave del arto 109 a)­
del R.P., lo que supondría una contradicción, lesiva del
arto 24. 1 C.E. Dicho precepto también se hal?ría trans- ,
gredido al no contener el Acuerdo sancionador 'una rela­
ción circunstanciada ae los hechos imputados al interno
y no especificarse las circunstancias que motivaron la '
protesta del recurrente. Asimismo se imputa a las reso­
lucí9nes judiciales recurridas el' vicio'de' incongruencia
omisiva~ al no r~sponder el 'órgano judicial a las ale­
gaciones del recurrente respecto a la vulnerac,ón de los
arts. 15 y 130.4 del R.P., ni a la solicitud de-prueba
ante él e:¡;grimida.

4. ,Mediante; providencia de 22 de diciembre de
1994 la Sección Primera de este Tribunal acordó, a tenor
de 10' dispuesto en el arto 50.3 de la' LOTC, ,conceder
un plazo común de diez días al Ministerio ,Fiscal yal
solicitante de' amparo para que alegasen lo, queesti­
maran pertinente sobre la posible concurrencia del moti­
vo' de inadmisi6n previsto en el arto 50. 1 c) de la citada
Ley Orgánica.

5. Por escrito presentado en el Registro General de
este Tribunal el 9. de enero de 1994, la representación
procesal delrecurrenté reproduce.. sucintamente las ale­

_gaci,ones realiza.das en la demanda de amparo.
I

6. El 12 de enero de 1995 el Fisca'l ánte el Tribunal
Constitucional presenta su escrito de alegaciones, en
el que interesa la inadmisión del recurso de amparo por
concurrir la causa prevista en el art. 50.1- c) de· la LOTC.
Respectoala denunciada vulneración ctel, art.18~ 1 de
la Constitución, estima el Ministerio Público que la con­
vivencia de dos internos en la misma celda no afecta
al contenido del derecho a lamtimidad, pues el párrafo
segundo del arto 15 del ReglaméntoPenitenciarío ·autO­
riza tal convivencia cuando existaul1a causa que la jus­
tifique, como puede ser la' insuficiencia temporal de a10­
jamiento; debiéndose además la protestá del interno no
al hecho de compartir su celda~ slno de compartirla con
persona desconocida. Por otra parte, té!nto' el Auto del
Tribunal de Vigilancia Penitenciaria,. como el Acuerdo
sanpionador, aluden exclusivamente al art: 109 al del
'R.~. 'como precepto por el que se impone la sanción,
: por.lo que' no. se' observa la,incongruehcia 'denunciada. •
Asimismo habrfa existido unarela~ión,circunstfm9iada
de los hechos imputados, en contradeloque:~áfirma
el actor. Por-último estima el Ministerio Público qUtl' el
Juzgado de Vigilancia Penitenciaria, en el Auto impug­
nado, asume el contenido del Acuerdo sancionador,. por
lo que ha deconside,arSe ~ficienten1ente motivada
dicha resolución judicial, satisfaciendo el derecho a la
tutela judicial efectiva y el derecho a la prueba, pues
sóJo existe un.derecho a la prueba declarada pertinente,
y I~ solicitada por el interesado no fue considerada como
tal. . .

7. Por providencia de 30 de enero d~ 1995 la Sec­
ción Primera de este Tribunal 'acordó la admisión de
la demanda. de amparo y, a tenor de lo dispuesto en
elart. 5~~e.la L~TC~ conceder u.n.plato común de veinte
dras al MlOtsterlo f.scat al soliCitante de amparo y al
Abogado del Estado, para que pudieran presentar las
alegaciones que a su derecho conviniesen.

8. El 2 1 de enero de 1995 presenta su escrito de
alegaciones el Abogado del Estado. Comienza poniendo

" de manifiesto que la invocación previa exigida por el
"art. 44.1 e) LOTe sólo podría estimarse hecha respecto
a 1a falta de concreción del pliego de cargos y a la pre­
tendida vulneración del derecho a la intimidad. No así
respecto a la denunciada falta de" motivación, incon­
gruencia, y denegación de prueba. Eno no obstante, ana­
liza el Abogado del Estado las cuestiones de fondo plan­
teadas por la demanda de amparo, comenzando por las
supuestas violaciones del arto 24'C.E.,que estima inexis-

. tentes. Así el Auto que desestimó la alzada habría asu­
mido la motivación de 'la Resolución administrativa san­
cionadora. resultando ello suficiente desde una perspec­
tivaconstitucional, sin queseaexigiJ.jle una contestación
expresa a cada una de las alegacion'es de la parte. Tal'

. motivación por remisión alcanzaría también a la dene­
gación de la prueba repropuest,a en ··alzada, siendo los
argumentos expresados al. respecto en el Acuerdo san­
cionad.orperfectamente razonables. A ello habría que
añadir que la den1anda de amparo no levanta la carga
de razonar la relevancia y trascendencia' del medio de
prueba denegado, lo que por sí mismo sería suficiente
para denegar dicho motivo del amparo. Asimismo care­
cería de contenido la incongruencia denunciada en el
fundamento sustantivo segundo de la demanda, pues
fue tan 5610 el pliego de cargos el que apuntaba una
posible falta del art. 109 a) R.P. y otra del arto 109 b)
R.P., pero el AcuerdO sancionador sólo consideró come­
tida la primera. Por '~Itimo,entiende el Abogado del Esta­
do que la simple lectura del pliego de cargos evidencia
la carencia de fundamento de la pretendida lesión del
derecho a ser informado de la acúsación. En relación
con la denunciada vulneración del derecho a la intimidad,
alega que ni delart. 15 ni muchos menos aún del 18.1
e.E. diman.a el derecho de las reclamaciones de carácter
fundamental, ya a impedir que se habilite una habitación
colectiva. ya a negarse a" compartir Ja ·celda con otro
recluso. Por todo, ello el Abqgado del'. ~tado- interesa
de este TribunaJ que dicte Sentencia' denegatoria del
ampato pretendido. ' _', '

9. Mediante escrito presentado ,en el Registro de
este Tribunal el 24 de febrero de 1996, la representación
procesal del recurrente se ratificaba en las alegaciones
ya realizadas.

10. El Ministerio Fiscal, por escrito' presentado el
1 de marzo de '1995, reitera, las alefilaciones ya réa­
lizadas. No obstante, introduce en lasmtsmas una impor­
tantematización respecto a la denunciada vulneración
,del derecho a la prueba." Entiende el Fiscal que cabrían

" dosposjbilidades de abordar ~ solucionar el problema
planteado. Bien entender que' el" Juzgado de Vigilancia
Peoitenci~uia, al asumir y confirméir el. Acuerdo de la
Junta de Régimen hace suya la razonada fundamenta­
ción d~ la denegación de Ja prueb¡;f contenida en dicho
Acuerdo. o bien estimar que el juzgador"está obligado
a'dar,una, re~puesta 'expresa a la" preten$i~n autónoma
de prueba', deducida por el actor, por,loque su silencio
al" rf)sp'ecto supondría una vulneración del,derecho fun­
damentala la prueba consagrado en el art.24.2 de la
CQnstitución. Consecuentemente,~n~h.Jye el Ministerio
Fiscal interesando de este Tribunal ~ue dicte Sentencia
desestimando el recurso de amparo:salvo si se aceptase
la anterior apreciáción~

:11. , Por providencia de 18 de diciembre de 1995
se señaló para lé deliberación y fallo de la presente Sen­
teñcia eJ día 19 del mismo mes y afio.

11. Fundamentos jurfdicos

1. El solicitante de amparo'impugna el Acuerdo san­
cionador dictado por la Junta de Régimen y APminis-
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tración del Centro Peni,enciario de Pereiro de Aguilar,
de 4 de abril de 1994, así como Jos subsiguientes Autos
del Juzgado de Vigilancia,Penitenciaria de la Coruña de
4 y 17 de mayo de 1994. Al proceder de la Adminis~

tración Penitenciariadurante la tramitación deJ expedien­
te disciplinario, que concluyó con el mencionado Acuer~
do, imputa el recurrente la· vulneración del derecho a
la intimidad (art. 18.1 C.E.), así como del derecho a cono~

cer ta acusación contra él formulada, consagrado en el
arto 24.2 de la Constitución. A las resoluciones judiciales
les atribuye la lesiÓnde.J derecho a la tutela judicial efec­
tiva (art. 24. 1 C..E.). no' sólo por no haber, reparado las
vulneraciones constitucionales denunciadas ante el órga~
no judicial, sino por haber omitido cualquier conside­
ración al respecto, y haber incurrido en una contradicción
,consistente. en considerar correcta la calificación del
comportamiento como.una lalta grave del arto 109 a)
del Reglamento Penitenciario, mientras que el Acuerdo
sancionador se basó fundamentalmente en el art. 109
b) del Reglamento Penit8nciario. También atribuyea~Ju~

gado de Vigilancia Penitenciaria una lesión autónoma
del derecha a: la prueba (art. 24.2 C.E). Por ello, no esta~

mas ante· un recurso de amparo interpuestoexclusiva~
mente por la vía de lo·,dispuesto en ,el arto 43 LOTC,
donde las resoluciones' judiciales. supondrían una mera
confirmación del acuerdo .administrativo a efectos de .
agotamiento de la vía judicial previa, sino -que pOseería
una naturaleza míxta,'al ser \reconducibleslas lesiones
constitucionales presuntamente inferidas tanto' a la
actuación de, la Administración Penitenciaria como .al
proceder judicial. /"

2. Antes de abordar el fondo de las cuestiones plan~
teadas, procede difucidarsi, tal y como puso de' mani~
fiesta el, Abogado' del·Esfado en su,·escrito dealega~
ciones, en el recurso dé amparo.concurre la causa de
inadmisión de falta dé invocación previa del, derecho
constitucional vulnerado [arto 44.1 e)'LOTe] respecto
a las supuestas infracciones por defecto de motiv~ción

e incongruencia atribuidas al Auto de' 4 de·maYode
1994 resolutór;o de Jaalzada, dado que en el recllrso
de reforma contra él interpuesto el interno no habría
invocado. los- dere,:hos fundamentales presuntamente
vulnerados. .

No puede coincidirse con el Abogado del Estado en
dicha apreciación, pues si bien es verdad que en el recur­
so de reforma el interno no hace mención expresa del
precepto coo~titucionalpresuntamentetransgredido por
el ,órgano judicial, no .es menos ciertCt que sí critica en
él la desatención del Juez de Vig41ancia Penitenciari,8
al conteni90 de 'su anterior queja, es decir, la fafta de
respuesta judicial expresa a las cuestiones allí plan.tea~

, das. Con ello el recurrente posibjfitó el restablecimient9
del derecho constitucional vUlnerado dentro de la propia
jurisdicción., Qrdinaria, que es precisamente la finalidad .
perseguida por la exigencia prevista 'en el arto 44.1 e)
LOTe, ~xigencia que, seQun reiterada jurispr~d~!1cia de
este Tnbunaf, ha,de ser Int~rpretada con fleXIbilidad en
cuanto a la form'a de realizarse la itlvocactón'(entre otras,
SSTC 17/1982, 117/1983, 10/1986, 155/1988),
máxime cuando, como en el presente caso, el recurrente,
interno ~n un Centro Penitenciario, careció de ases~

ramiento legal en la via judicial previa al, amparo.
3. Procede, pues, analizar el fondo de las quejas

planteadas, comenzando por la lesión del art. 18. 1 CE.
que el recurrente pretend~ ver en e~ hecho de que la
Administración Penitenciaria le obligase a compartir su
celda con otro recluso. No puede apreciarse la.denun­
ciada vulneración del· derecho a la intimidad (art.18. 1
e.E.), pues si bien es cierto que tanto el art. 19~ 1 L.O.G.P.
como el art.15 Reglamento Penitenciario establecen
con carácter generalque cada interno ocupará una celda
individual, asimismo admiten la posibiJidad de conviven-

cia de varios internos en la misma celda por insuficiencia
temporal de alojamiento u otras razones, sin que por
ello hayan de con'siderarse vulnerados los mencionados
preceptos de la .Iegislación penitenciaria, que no con~

sagran un der~cho' subjetivo-..a habitación o celda indi~

vidual, tal,'y como parece pretender el,J'ecurrente. Tal
derecho t;;¡mpoco puede extraerse directamente del art.
18.1 de la Constitución, pues comoya ha tenido ocasión
de declarar este Tribunal en referencia al concreto ámbi~

to penitenciario, una de las c;:onsecuenciasmás dolorosas
de la privación de libertad es la reducción de la intimidad
de quienes la sufren, de tal manera '. que sólo poctJán
ser consideradas lesivas de laintimidad aquellas medidas
que la reduzcan más allá de lo- que ,la ordenada vida

,en prisión requiera (SSTC 89/1987 y 57/1994), requi~

sito que no concurre en ,el presente caso pues, como
ya se ha'puesto de manifiesto, la própia legislación peni­
tenciaria prevé en determinados supuestos la posibilidad
de celdas compartid~s.

4. El resto, de las lesiones constitUCionales denun­
ciadas lo son del art. 24 de la Constitución, puctiendo
comenzar su examen por la vulneración que el recurrente
pretende ver en el Acuerdo sancionador. Afirma el actor
que, en contra d~ lo prescrítoenel af:t. 130.~d)Regla­
mento Penitenciario, dicho Acuerdo no. contienel,ma rela~
ción circunstanc~da de hechos probados, remitiéndose
a lo, relatado en e.1 pliego de cargos. Sin embargo, tal
irregularidad no alcanza trascend~ncia éonstitucional
pues, a efectos· del derecho,de defensa, del' cual es pr&
supuesto el- derecho a ser informado de la acusación
(art 24.2),'10 determinante es .queel pliego de cargos
contenga una ~Iara descripción de los hechos imputados
al expedierifadp ydela caJificac~ónjurídica que merecen
para la Administración Penít6l')ci~ria,afinde que el inter~
no pueda disp()ner su estrategia .defensiva ,(SSTC
2/1987, 190/1987,297/1993, entre otras). En ,el caso
que nos ocupa 'tal garantía fuerespe'lflda,' al contener
el pliego de cargos todos los datos necesarios para per~

mitir al interno un exacto conocimiento de los hechos
imputados y poder defenderse de los mismos, por lo
que la queja examinada carece de contenido cons~

titucional.

5. Por lo que respecta al derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24. l' C.E.), en la demanda de amparo se
alegan diversas razones por ,las que tal derecho habría
resultado vulnerado. En primer lugar el actor pretende ,
ver una lesión de este derecho fundamental en la diso­
ciación que existiriaentre el Acuerdo sancionador, basa­
do fundamentalmente en eJ art.109b), que se refiere
a la desobediencia a las órdenes recibidas, y los Autos
judiciales, que consideran procedente la calificación del
comportamiento imputado con{o üna falta grave del art.
109 a), uno·y otro del 'Reglamento .Penitenciario., Esta
queja no puede ser atendida" pues.tal contradicción no
existe. Sí bien el pliego de cargos aludía "tanto a los
arts.,109 a) y 109b) ReglamentoP~nitenciariocomo

posibles preceptos a,pllcables,eLAcue-rdo sancionador
castiga solamente por la conducta tipificada en el art.
109 a), calificación esta ratificada por los Autos del Juz­
gado de Vigilancia Penitenciaria.

6. En orden a la pretendida lesión del derecho a
la tutelá judicial efectiva por incongruencia omisiva de
las resoluciones judiciales, qU$nQ habrían resuelto las
alegacionesdalrecurrente relativas a. la infracción por
el Centró Penitenciario de los arts. 15 y 130.4 R.P., hay
que señé;llar lo siguiente: la. incongr~9ncia omisiva es
un vicio procesaJoonsistente en omitir respuesta judicial
a,las pretensiones,de la parte adecuadamente plantea­
das, loql¡le·constituiría una vulneración de aquel derecho
fundamental (SSrC 14/1984.171/1985, 142/1987,
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69/1992, 88/1992, 169/1944, entre otras), vulnera­
ción que, no obstante ala luz de la más reciente juris­
prudencia constitucional sobre el tema, no cabe apreciar
cuando el silencio judicial pueda razonablemente inter­
pretarse: como una desestimación implícita (por todas,
SSTC 4/1994 y 169/1994), aunque no se haya pro­
nunciado sobre todas las alegaciones concretas, o no
se haya dado una respuesta pormenorizada, siempre que
se resuelvan las pretensiones formuladas (SSTC
14/1985,29/1987,169/199.4, entre otras).

De acuerdo con los principios en que se inspira la
doctrina de este Tribunal, lo definitivamente importante
es, si' el silencio parcial de una resolución respecto de
un tema debatido sitúa a la parte en indefensión y ésto
sucede siempre que resulta imposible o especialmente
dificultoso descubrir las razon~s en que la desestimación
se basa. De ahí el rechazo que en general, han de mere­
cer lasdf3sestimaciones tácitas porque el arto 120.3 de
la C.E no contiene sólo una exigencia form~1 sino que
supone ,la obligación de motiv~ción que trascie(lde del
formaJisl'l1o para constituirse en eh;mlento esencial de
la propia construcción de las sentencias penales. Ahora
bien, a la luz de la doctrina expuesta- ha de entenderse
que el silencio del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria
respecto a las esgrimidas infracciones del Reglamento
Penitenciario carece de trascendencia constitucional 'en
la medida en que el recurrente no basa en tales ale­
gaciones una pretensión diferente ala de anulación de
la sanción impuesta, por lo que la desestimación de ésta
puede razonablemente entenderse como una desesti­
mación de diclias alegaciones concretas. POr último, la
lesión denunciada no puede derivarse del solo uso·por
el Juez de Vigilancia Penitenéiaria de imptesosen los
que sefuerori lIenandomecanografiadaniente los huecos
en blanco, pues la utilización de impresos, aunque 'no
aconsejable, no es ~n sí mismaconstitucionafmenté lesi­
va siempre y cuando se observen todas las garantías
cuyo' respeto viene exigido por el .derecho a la tutela
judicial efectiva. -

7. Algo diferente a lo constatado en el fundamento
jurídico anterior sucede con la proposidón de prueba
dirigida. por el recurrente al Juzgado de Vigilancia Peni­
tenciaria. Conforme a lo establecido en el art. 131 b)
R.P., el interno reprodujo en el recurso contra el Acuerdo
sancionador la proposición de una de las pruebas' cuya
práctica ,le fue denegada en su momento por el Director
del Centro Penitenciario, en concreto solicitó la decla-

\ ración del interno que presenció los hechos, no obte­
niendo contestación por parte del órgano judicial, que
en sus Autos omite cualquier consideración al respecto.
Este silencio sé alega en la demanda de amparo también
como' causa de lesión del derecho a la tutela judicial,
efectiva, aunque dicho motivo del, recurso afectaría en
primer término al derecho a la utilización de los medios
de prueba pertinentes para la defensa consagrado en
el art 24.2 C.E.

Dado que este Tribunal ya ha tenido ocasión de pro­
nunciarse respecto al contenido y ámbito de aplicación
del derecho presuntamente lesionado, la reflexión nece­
saria para decidir el ,presente motivo del amparo, ha
de comenzar por una breve referencia a la doctrina cons­
titucional sobre el contenido y ámbito de aplicación del
derecho fundamental, en juego'.

'Ya desde la STC 18/1981 viene declarando reite­
radamente este Tribunal que las garantías procesales
establecidas en el art: 24.2 C.E., y en concreto lasrela­
tivas al dere,cho de defensa, presunción de inocencia
y ala actividad probatoria, son aplicables 'no sólo en
el proceso penal, sino también en los procedimientos
administrativos sancionadores con las matizaciones que
resultan de su propia' naturaleza, en cuanto anlbos no
son sino manifestaciones de la potestad punitiva del Esta-

do (SSrC 2/1987, 212/1990,145/1993,297/1993,
9711995, entre otras), habiendo precisado este Tribunal
que «tratándose de sanciones disciplinarias impuestas
a internos penitenciarios, este conjunto de garantías se
aplica con especial rigor, al considerar que la sanción
supone una grave restricción de la ya restringida libertad
inherente al cumplimiento de una pena» (SSTC
74/1985,2/1987,297/1993,97/1995, entre otras).
Tampoco resulta gratuito insistir en 'el relevante papel
que en nuestro sistema penitenciario tiene encomen­
dado el Juez de Vigilancia Penitenciaria, a quien corres­
ponde no sólo' «reSolver por vía de recurso las recla­
maCiones que formulen los internos sobre sanciones dis­
ciplinarias» {art. 76.2 e) LO.G.P. yart. 94L.O.P.J.], sino
en general. «salvaguardar los derechos'de los internos
y corregir los abusos y desviaciones. que en el,cumpli­
miento de los preceptos del régimen penitenciario pue­
den producirse» (art; 76.1 L.O.G.P).

Asimjsmo~ según consagrada jurisprudencia consti­
tucjonal,el derecho a la prueba, soporte esencial del
derecho de defensa, no implica la pérdida d,e la potestad
del órgano decisorpara declarar su impertinencia, si bien
debe, éste explicitar, razonadamente su juiciQ negativo
sobre la admisión, de la misma (SSTC 94/1992.'

,297/1993, 97/1995, entre otras muchas). En el pre-
, . sente caso el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria. de la

Coruña no sólo no motivó la desestimación de la prueba
propuesta en un momento procesal oportuno, sino que
guardó un absoluto silenci'o sobre tal petición, con' lo
que vulneró tan importante garantía del derecho de
defensa. En cOr)tra de lo alegado por el Ministerio Fiscal
y el Abogado del Estado no puede interpretarse la rati­
ti,cación del Acuerdo sancionador como una remisión
a las razones esgrimidas en dicho acto administrativo
para denegar la prueba solicitada, pues la propuesta de
prueba constituía una pretensión autónoma y claramente
diferenciada de la de anulación de la sanción, por lo
que. requería del órgano judicial una respuesta expresa,
que, sólcren el caso de haberse producido y de ser dene­
gatoria, podría haberse motivado mediante la técnica
de la remisión. A ello hay que añadir que no cabe excluir
la relevancia que en las resoluciones judiciales impug­
nadas pudieron haber tenido los hechos que el actor
pretendía probar, pues aunque éste acepta que protestó
ante el cambio de, ,celda, discrepa en que los términos
y tono en que su reclamación se produjo permitieran
calificarla como una falta grave de respeto y conside­
ración a la autoridad tipificada en el arto 109 a) del R.P.,
habiéndose manténido dentro de'los límites de una legí­
tima protesta 'ante una orden que el interno consideraba
arbitraria. '

De lo. expuesto ha de deducirse- que el silencio del
Juzgado'de Vigilancia Penitenciaría acerca" de la pro­
puesta de prueba lesionó los derechos. fundamentales
del recurrente, consagrados en ei art. 24 e.E., a la tutela
judicial efectiva.y a laútilización de los medio.s de prueba
pertinentes ,para la. defensa, por lo que procede la esti­
mación del motivo del amparo ,analizado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓt..j
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente el amparo promovido por don
Jesús Rodríguez González y, en consecuencia:

1.° Reconocer al recurrente su derecho a recibir una
respuesta judicial motivada respecto de tos medios de
prueba por él solicitados en orden a su defensa.
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. 2.° Anular los Autos del Juzgado de Vigilancia Peni­
tenciaria de la Coruña de 4 de abril de 1994 y de 27
de mayo de 1994.

3.° Retrotraer las actuaciones procesales al momen­
to anterior al Auto de 4 de abril de -1994 para que se
dicte nueva resolución que respete el derecho funda­
mental que le ha sido ~econocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

"Dada en Madrid, a diecinueve de diciembre de mil
novecientos noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Berei­
jo~-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enri­
que Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabra­
ra.-Javier Delgado Barrio.-Firmado y rubricado.

Sala Primera. Sentencia 196/1995, de 19 de
diciembre de 1995.· Recurso de amparo
2.257/199.5. Contra Auto de la Sala de Recu­
sación de la Audiencia Provincial de Valladolid
por el que declara no haber lugar a larecu­
sación planteada por el recurrente en amparo
del Magistrado Ponente de la causa y miem­
bro de la Sala que ha .de juzgarle. Inadmi­
sibilidad de la demanda de amparo por no
haber agotado los recursos de la vía judicial.
Voto particular.

La Sala Primera del TribunalCon~titucional,compues­
ta por don Alvaro RódríguezBereijo, Presidente; don .
Vicente Gimeno Sendra" don Pedro Cruz VillaIón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Javier Delgado Barrio, Magistrados, han
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.257/95 promovido
por don Mederico Serna Vergara, representado por don
FranCisco José Alonso Adalia, Procurador de los Tribu­
nales, y asistido del Letrado·don Primitivo Almazán Rodrí­
guez, contra el Auto de la Sala de Recusación de la
Audiencia Provincial de Valladolid, de fecha 27de mayo
de 1995, por el que se declara no haber lugar a la recu­
sación planteada por el recurrente en amparo de don
Feliciano Trebolle Fernández, Magistrado, como Ponente

,de la causa y miembro de la Sala que ha de juzgarle.
Ha intervenido el, Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el
Magistrado don 'Enrique Ruiz Vadillo, quien expresa el

. parecer de la Sala.

lo Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 19
de junio de 1995, don Francisco José Alonso Adalia,
Procurador de los Tribunales, en nombre y representa­
crónde don Mederico Serna Vergara interpone recurso
de amparo contra el. Auto de la Audiencia Provincial
de Valladolid, de 27 de mayo de 1~95, recaído en recur­
so de apelación dimanante de autos seguidos en dicho
grado ante la citada Audiencia Provincial, en procedi­
miento penal por presunto delito de homicidio consu­
mado y otros.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) .El Juzgado dalnstruceión núm: 3 de Valladolid
dictó el día 14 de octubre de 1994, eh e'l sumario 6/94,

Auto de procesamiento contra el solicitante de amparo
por la presunta autoría de un delito' de homicidio con­
sumado del arto 401 del Código Penal, y de otros dos
delitos.de homicidio en grado de frustración del propio
arto 407 ~n relación con los arts. 3 y 50 del mismo
texto legal, así como de una falta de lesiones del arto
582 del mismo cuerpo legal.

b) Frente a dicho Auto, por el mismo se interpuso
recurso de reforma y subsidiario de apelación. Deses­
timado el primero, se admitió a trámite el segundo, con
remisión de todo lo actuado a la Sección Segund_s de
la Audiencia Provincial, previo emplazamiento de las par­
tes interesadas.

c) Por Auto de 4 de febrero de, 1995, la Sección
,Segunda de la Audiencia Provincial de Valladolid deses­
timó el referido recurso de apelaciÓn confirmando el Auto
de procesamiento. La Sala. estaba"c:ompues~a por los
IImQs. Sres. Magistrados don Rubén·deMarin(.) Borrego,
don José DonatoAndrés Sanz,Y don Feliciano Trebolle
F.ernández, siendo Ponente el último de los nombrados.
Por providencia de 28 de marzo de 1995, le fue noti­
ficado que quedaba paralizada la causa hasta la desig­
naciÓn de nuevo Tribunal por hat1erse abstenido de su
conocimiento los Magistrados don José Miñambres-Fló­
reZ y don Rubén .de Marino Borrego. Con posterioridad,
se abstuvo' de conocer la causa don José DonatoAndrés
Sanz.

d) Por escrito de 10 deabrHde 1995, el recurrente
en amparo solicitó la recusación del Magistrado don Feli­
ciano TreboUe Fernández al haber formado. el mismo
Sala con los dos otros Magistrados cuya abstención ya
se había producido, solicitando igualmente por escrito
de 4 de mayo de 1995 la práctica de todas las pruebas
que en él se especifican. El día 18 de mayo de 1995,
el Ministerio Fiscal emitió informe favorable a las pre­
tensiones del ahora recurrente en amparo, en el sentido
de que dicho Magistrado no debería juzgarle.

. e) Por Auto de 21' de mayo de 1995, la Sala de
recusación de la Audiencia Provincial de Valladolid,
declaró no haber lugar a la recusación planteada por
el recurrente en amparo manteniéndole como integrante
del Tribunal que ha de juzgarle. En dicho Auto se mani­
fiesta que no con'curre causa alguna de recusación; y
que, asimismo, no procede ningún recurso contra tal
resoluCión. ... .

3. Contra dicho Auto se interpone recurso de ampa­
ro, interesando su declaradón de nulidad. En la demanda
de amparo se aduce la vulneración del apartado 2 del
arto 24 de la Constitución, en (elación con el 6.1 del
Convenio para la Protección de los Derechos Humanos
y las Libertac;fes Fundamentales, según tos cuales todos
tienen derecho a un proceso público con todas lasgáran­
tías, encontrándose entre estas circunstancias la de ser
juzgado por Jueces imparciales. El recurso de amparo
interpuesto se basa fundamentalmente en tres circuns­
tancias de especial relevancia en el presente asunto:

a) El Auto de procesamiento se dictó inmediatamen­
te antes de dictar el de conclusión del sumario, es decir,
cuando ya se habían realizado todas las diligencias de
instrucción. Admitido el recurso de apelación contra el
Auto. de proc~samiento,el Juzgado remitió a la Sala
que hubo. de resolverlo todas las actuaciones, por lo
tual los Magistrados que la formaron tuvieron·· pleno
conocimiento de todas las diligencias probatorias.

b) Dos días después. de que la Sala formada por
los magistrados Sres. Trebolle, de Marino y Andrés dic­
tase eJ .Auto confirmatorio del procesamiento del
recurrente. en amparo, la formada, PQf los Sres. Magis­
trados Miñambres, de .Marino: y. Andrés, dictó contra


